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Resumen

Las transformaciones que viene provocando la globalización en el mundo del trabajo hacen insufi-
cientes los esfuerzos desde los ordenamientos nacionales para abordar un fenómeno que trasciende 
sus fronteras. De igual modo, los esfuerzos desde la Organización Internacional del Trabajo son 
meritorios pero todavía incompletos porque sus miembros son renuentes a adquirir nuevos compro-
misos internacionales. Frente a este panorama, son los derechos humanos laborales quienes están 
en mejores condiciones para enfrentar los retos de la globalización. En primer lugar, los derechos 
humanos laborales son una herramienta jurídica esencial en el Derecho Internacional que asegura el 
respeto de la dignidad humana y la satisfacción de las necesidades básicas en el mundo del trabajo. 
En segundo lugar, tienen por titular a la persona humana, por lo que trasciende las fronteras nacio-
nales para ubicarla en el escenario mundial. En tercer lugar, imponen obligaciones a los Estados, 
que aseguran un piso mínimo internacional para cualquier relación laboral. Así, cualquier relación 
de trabajo en el mundo que merezca llamarse digna supone su respeto. 

Palabras clave: derechos humanos laborales, Derecho Internacional del Trabajo, jus cogens, núcleo 
duro de derechos laborales, Organización Internacional del Trabajo.

Abstract

The transformations brought about by the globalization of the labour world render insufficient the national 
efforts to face a cross-boundaries phenomenon. Similarly, the International Labour Organization efforts 
are praiseworthy but incomplete because its members are reluctant to new international commitments. In 
this situation, labour human rights are in the best position to face the challenges of globalization. Firstly, 
labour human rights are a essential legal key within International Law that ensures the respect of human 
dignity and the meeting of basic needs in the world of labour. Secondly, labour human rights have the person 
at their core, so it goes across national borders to situate it in the world scenario. Thirdly, labour human 
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rights impose obligations on States, so an international minimum pattern should rule any labour relation. 
Thus, any labour relation that deserves to be called decent supposes its respect. The core is that labour 
human rights are an existing -not a soon-to-exist-international legislation, integrating a series of control 
procedures to which States are bound, and with international pronouncements that guard their protection. 
Therefore, the demand for the control of economic globalization from a supranational sphere is actually 
already materialized with labour human rights.

Keywords: labour human rights, International Labour Law, ius cogens, core labour rights, International 
Labour Organization. 

internacionales de control y los más im-
portantes pronunciamientos de protec-
ción de los derechos humanos laborales. 
Finalmente, se presenta el jus cogens 
laboral como pilar del Derecho Interna-
cional del Trabajo.

Concepto y fundamento de los 
derechos humanos laborales

Con la Declaración Universal de De-
rechos Humanos y los Pactos Interna-
cionales de 1966 se produce un cambio 
cualitativo en el Derecho Internacional, 
un grupo de derechos laborales son in-
cluidos dentro del selecto listado de de-
rechos humanos. Esto se explica porque 
desde el principio, los derechos laborales 
formaron parte en la conformación de los 
derechos humanos en el Derecho Inter-
nacional. La Constitución de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (1919), 
la redacción de las primeras normas in-
ternacionales del trabajo –convenios y 
recomendaciones–, el establecimiento 
de los procedimientos de control de la 
OIT y la Declaración de Filadelfia (1944) 
tuvieron una gran influencia en la redac-
ción de la Declaración Universal.

Este grupo de derechos laborales son: 
la libertad de trabajo, la prohibición 
de la esclavitud y de la servidumbre, la 

Introducción

En los últimos años asistimos a una reva-
loración del Derecho Internacional del 
Trabajo, donde su reposicionamiento se 
ve fortalecido con los derechos huma-
nos laborales el espacio de intersección 
entre el Derecho Internacional del Tra-
bajo y el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos-. El presente estu-
dio pretende abordar esa temática desde 
el horizonte del Derecho Internacional. 
He dividido el análisis en cinco grandes 
partes. En el primer acápite se plantea 
un concepto para este selecto grupo de 
derechos laborales básicos, así como la 
postulación de los argumentos que jus-
tifican su reconocimiento jurídico en los 
instrumentos internacionales de dere-
chos humanos. En el segundo, se aborda 
la identificación de los derechos labora-
les con los derechos sociales, como una 
forma de desvalorizar su relevancia jurí-
dica. En el tercer apartado, se resaltan 
las singularidades de los derechos hu-
manos laborales, lo que dificulta some-
terlo a la clásica división entre derechos 
civiles y derechos sociales. En el cuarto 
acápite, se establecen las obligaciones 
internacionales que se desprenden de 
los derechos humanos laborales hacia 
los Estados. Asimismo, se hace un bre-
ve recorrido sobre los procedimientos 
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prohibición del trabajo forzoso u obli-
gatorio, el derecho al trabajo, la protec-
ción contra el desempleo, la protección 
contra el despido, la prohibición de la 
discriminación en materia de empleo y 
ocupación, la igualdad de remuneración 
por un trabajo de igual valor, la prohi-
bición de la discriminación de personas 
con responsabilidades familiares, la se-
guridad e higiene en el trabajo, el de-
recho a condiciones justas, equitativas 
y satisfactorias del trabajo (la jornada 
máxima de trabajo, el descanso semanal 
remunerado, el descanso remunerado en 
feriado y las vacaciones periódicas paga-
das), el derecho a un remuneración mí-
nima, el derecho a la promoción en el 
empleo, el derecho a la formación profe-
sional, el derecho a la información y a la 
consulta en el seno de la empresa, el de-
recho a la información y a la consulta en 
los procedimientos de despido colectivo, 
el derecho a la tutela de los créditos en 
caso de insolvencia de sus empleadores, 
la libertad sindical, el derecho a la pro-
tección de los representantes de los tra-
bajadores y facilidades para el ejercicio 
de sus funciones, la negociación colecti-
va, el derecho a la huelga, el derecho a 
la seguridad social (la asistencia médica, 
las prestaciones monetarias o seguros de 
desempleo, enfermedad, invalidez, viu-
dez, vejez y otros casos, las prestaciones 
por accidentes de trabajo y enfermeda-
des profesionales, las prestaciones de 
maternidad, etc.), la protección especial 
a los menores de edad, a las mujeres tra-
bajadoras, a los trabajadores migrantes y 
a personas con discapacidad.

Ante la disparidad de términos que se 
usan para identificar a este importante 

grupo de derechos laborales básicos reco-
gidos en los instrumentos internaciona-
les de derechos humanos, he selecciona-
do el término derechos humanos laborales 
como el más apropiado, en razón de que 
no se trata de una denominación nueva 
o reciente en el Derecho Internacional, 
su uso es continuo por las organizaciones 
internacionales y los organismos priva-
dos. A su vez, es un término que se usa 
indistintamente en los idiomas como 
equivalentes (derechos humanos labora-
lesen castellano; labor human rights en 
inglés; droits humains de travail en fran-
cés), facilitando su comprensión y redu-
ciendo eventuales confusiones. Asimis-
mo, se debe resaltar que se trata de una 
expresión recogida por la jurisprudencia 
internacional para referirse precisamen-
te a los derechos laborales señalados en 
los instrumentos internacionales de de-
rechos humanos. Además, es un término 
funcional que permite incluir el listado 
completo de los derechos laborales bási-
cos, sin rechazar que la técnica jurídica 
formule categorías, distingos o jerarquías 
dentro de sus componentes, superando 
en flexibilidad a otros términos afines. 
Finalmente, es un término que expresa 
con claridad la titularidad universal de 
los derechos.

En un plano formal, se podría definir a 
los derechos humanos laborales como 
todos aquellos derechos en materia la-
boral recogidos en instrumentos inter-
nacionales de derechos humanos que 
reconocen universalmente como titular 
a la persona.

La fundamentación de los dere-
chos humanos laborales proporciona 
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argumentos consistentes que justifican 
la existencia o reconocimiento de este 
grupo de derechos y, en particular afian-
zan su reconocimiento en los instrumen-
tos internacionales, presentando dos 
grandes argumentos.

Un primer argumento, pone el acento en 
la existencia de necesidades básicas que 
sufren todos los seres humanos ubicados 
en el mundo del trabajo y que no son 
creadas por ellos mismos. Esas necesida-
des reclaman su satisfacción para evitar 
un daño o un perjuicio grave a las perso-
nas. La exigencia ética de la satisfacción 
está vinculada estrechamente a las con-
diciones indispensables que permiten al 
individuo actuar con autonomía y ase-
gurar su supervivencia. Así, por medio 
de un debate democrático y público se 
discute si este tipo de necesidades deben 
ser satisfechas y aquellas que reciban la 
aprobación por responder al interés o a 
un valor generalizable de sus miembros 
serán reconocidos como derechos. A 
este primer argumento se le puede deno-
minar la fundamentación antropológica 
de los derechos humanos laborales. Su 
ventaja teórica es que al apoyarse en la 
teoría de las necesidades, donde se colo-
ca al trabajo como un punto neurálgico 
de su formulación, permite presentar de 
manera universal las consecuencias de la 
insatisfacción de las necesidades como 
un daño generalizado con independen-
cia del contexto social, cultural o eco-
nómico en que se produce. Asimismo, 
la especificidad de las necesidades en el 
mundo del trabajo requiere respuestas 
jurídicas precisas y particulares, lo que 
hace de los derechos humanos laborales 

un grupo cuyos sujetos titulares gozan de 
una mayor determinación.

Un segundo argumento reside en el va-
lor intrínseco que poseen los seres hu-
manos –la dignidad–, que nos ennoble-
ce a la condición de personas (sujetos 
de derechos). Este reconocimiento del 
valor intrínseco de los seres humanos es 
el resultado de las formaciones sociocul-
turales habitualizadas dentro del mundo 
intersubjetivo de las personas, donde el 
significado de la dignidad adquiere tal 
importancia que se institucionaliza en 
el colectivo social, siendo aprehendido 
e internalizado. Esto explica que dicho 
valor fundamental sea incorporado al 
orden institucional para asegurar la cen-
tralidad del individuo por medio de los 
derechos básicos con independencia del 
escenario social, lo que sin duda inclu-
ye al mundo del trabajo. Este segundo 
argumento se puede denominar la fun-
damentación axiológica de los derechos 
humanos laborales.

Ambas argumentaciones pasan la prue-
ba de la validación, del principio de uni-
versalización habermasiano, en tanto se 
encuentran formuladas bajo un interés 
generalizable y no provocan el rechazo 
legítimo en su aceptación dentro de los 
miembros de la comunidad. Esta vali-
dación refuerza en términos morales el 
consenso fáctico universal alcanzado 
por los Estados al consagrar los derechos 
laborales dentro de los instrumentos in-
ternacionales de derechos humanos.

Apoyado en la plausibilidad de estas ar-
gumentaciones se puede introducir las 
justificaciones dentro del concepto de 
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los derechos humanos laborales, refor-
mulando su contenido, de este modo: 

(…) los derechos humanos laborales son 
todos aquellos derechos en materia laboral 
consagrados en instrumentos internacio-
nales de derechos humanos que reco-
nocen universalmente como titular a la 
persona, respetando la dignidad humana 
y satisfaciendo las necesidades básicas en 
el mundo del trabajo (Canessa, 2008: 23).

Los derechos sociales en la estructura 
de los derechos humanos

En el mundo jurídico se suele identificar 
los derechos laborales con los derechos 
sociales y esto no debe interpretarse como 
un cuestionamiento a su inclusión dentro 
del listado de los derechos humanos. Para 
justificar esta afirmación se debe demos-
trar que no existe una incompatibilidad 
entre las características de los derechos 
sociales con la de los derechos humanos, 
desvirtuando la opinión que solo los de-
rechos civiles y políticos califican para ser 
derechos humanos.

En primer lugar, el carácter prestacional 
(obligaciones de dar o hacer) atribuido a 
los derechos sociales también puede ser 
reconocido en la gran mayoría de los de-
rechos civiles y políticos. Por ejemplo, el 
derecho al debido proceso o el derecho a 
la participación política requieren de la 
acción prestacional estatal para su ejer-
cicio. Asimismo, el carácter prestacio-
nal no es un rasgo que se encuentre en 
todos los derechos sociales. Por ejemplo, 
la libertad sindical o la huelga que exi-
gen la no interferencia del Estado para 
su ejercicio.

En segundo lugar, los derechos sociales 
no son derechos de igualdad ni tampoco 
existe una superioridad axiológica entre 
los derechos de libertad y los derechos 
de igualdad. En realidad, los derechos 
sociales son derechos de libertad con 
raigambre igualitaria, donde su finalidad 
es satisfacer las condiciones previas a la 
acción humana para que las personas 
puedan ser realmente libres en su actuar. 
Esta lectura de los derechos sociales per-
mite armonizar la igualdad y la libertad 
en un mismo plano jurídico, rechazando 
cualquier visión jerárquica entre ellos.

En tercer lugar, el carácter absoluto de 
los derechos humanos es la excepción 
de la regla. Son muy pocos los derechos 
humanos que gozan de tal característica. 
Por ejemplo, la no privación arbitraria 
de la vida, la prohibición de la tortura, la 
presunción de inocencia. En general, los 
derechos humanos tienen limitaciones 
y restricciones que vienen establecidas 
por el propio ordenamiento. También 
es falso afirmar que los derechos civiles 
son los que limitan a los derechos socia-
les. Por ejemplo, los derechos laborales 
son límites a la libertad de empresa o a 
la libertad de contratación; el derecho 
a la salud puede ser una restricción a la 
libertad de circulación de las personas.

En cuarto lugar, la universalidad de los 
derechos está fijada para el supuesto de 
las personas que se benefician de él, sin 
que esto signifique una restricción del 
acceso a la titularidad del derecho. Así, 
todos los miembros de la sociedad son 
titulares de un derecho social, aunque el 
ejercicio del derecho beneficie a las per-
sonas que requieran la satisfacción de la 



120 23 Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 23 (1), I Semestre 2012 (ISSN: 1659-4304)

Miguel F. Canessa Montejo

necesidad básica. Inclusive, los derechos 
civiles y políticos se estructuran bajo 
esta forma jurídica, el ordenamiento 
exige a los titulares de los derechos go-
zar de la capacidad de obrar para poder 
ejercitarlos, ejemplos como el derecho a 
contraer matrimonio, el derecho a cele-
brar contratos, el derecho al voto, etc. 
En cambio, el derecho a la educación o 
el derecho a la salud son de titularidad 
universal: todos los miembros de la so-
ciedad gozan de ellos. En el caso de los 
derechos laborales, no se condiciona su 
titularidad a que gocen los titulares de 
la capacidad de obrar o que sean ciuda-
danos: todas las personas son titulares 
de los derechos humanos laborales. Un 
buen ejemplo son los trabajadores mi-
grantes, quienes son titulares de estos 
derechos con independencia de su con-
dición legal de residencia.

En quinto lugar, los derechos sociales 
tienen serias dificultades en relación a 
ser justiciables, pero no por la ausen-
cia de una sanción –porque suele orde-
narse una indemnización si se verifica 
su violación– sino por las lagunas que 
presentan sus garantías. La ausencia de 
adecuadas garantías son la causa de la 
poca justiciabilidad. Los derechos socia-
les recogidos en los textos constitucio-
nales aún careciendo de garantías tienen 
un nivel de aplicación, cualquier norma 
inferior que viole su contenido deberá 
ser suprimida del ordenamiento. Si el 
derecho social no existiese o fuese mera-
mente programático carecería de dicho 
atributo, por ello los derechos sociales 
son derechos subjetivos. Un buen ejem-
plo es el derecho al trabajo, a pesar de 
su carácter controversial, los tribunales 

constitucionales se han pronunciado 
señalando la inconstitucionalidad de le-
gislaciones por violar este derecho. En 
el caso del Derecho Internacional, los 
derechos sociales son recogidos como 
derechos progresivos, es decir, que cada 
derecho tiene un contenido esencial 
protegido por normas que imponen 
obligaciones mínimas para los Estados, 
permitiéndose un lapso de tiempo para 
la aplicación plena y efectiva de las de-
más obligaciones. Finalmente, en el caso 
de los derechos laborales resulta difícil 
plantear que no son justiciables cuan-
do tienen una rama procesal propia con 
principios e instituciones que aseguran 
su cumplimiento.

En sexto lugar, se debe aceptar que la 
escasez es una limitante para el cumpli-
miento de los derechos –tanto civiles 
como sociales–. Sin embargo, es equivo-
cado plantearlo como un fenómeno na-
tural de las sociedades contemporáneas 
cuya solución se resuelve asegurando el 
incremento de la riqueza. Este razona-
miento conduce a la postura de suspen-
der la aplicación de los derechos sociales 
mientras no se logren los niveles econó-
micos necesarios para su cumplimien-
to. Esta idea ha sido rechazada por los 
organismos internacionales de control. 
Los derechos sociales están protegidos 
por obligaciones mínimas no sujetos a 
la condición material de recursos exis-
tentes y los Estados están subordinados a 
ellas. El verdadero debate sobre la esca-
sez consiste en establecer un criterio que 
asegure la satisfacción de las necesidades 
más elementales de la población. No se 
trata de cuestionar la existencia de los 
derechos sociales, sino efectivamente, 
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discutir cuál es el núcleo esencial de los 
derechos sociales y cuáles son los meca-
nismos que aseguren su disfrute.

En sétimo lugar, las Naciones Unidas 
han rechazado que los Pactos Interna-
cionales de 1966 signifiquen poner en 
tela de juicio la unicidad de los derechos 
humanos. Si bien se elaboraron dos ins-
trumentos internacionales distintos, se 
subrayó que los derechos humanos están 
constituidos de forma interrelacionada e 
interdependiente. Sobre ese postulado 
se constituyó la teoría de la Indivisibili-
dad e interdependencia de los derechos 
humanos. Dicha teoría plantea que los 
derechos humanos están conformados 
por un compacto grupo de derechos es-
trechamente interrelacionados, funda-
mentados en la dignidad humana y que 
la elaboración de los dos Pactos Inter-
nacionales tiene por finalidad facilitar 
su cumplimiento. El respaldo a la teoría 
proviene de los pronunciamientos de los 
órganos de control de Naciones Unidas. 
En realidad, la teoría acepta las diferen-
cias entre los derechos pero resalta que 
por encima se ubica la propia unicidad 
de los derechos humanos.

Estas conclusiones rebaten los cuestio-
namientos que ponen en tela de juicio 
la ubicación de los derechos sociales en 
el listado de derechos humanos.

Las singularidades de los derechos 
humanos laborales

Si bien hay un tronco común de naci-
miento entre los derechos laborales y los 
derechos sociales, la propia evolución 
jurídica ha ido perfilando diferencias que 

merecen resaltarse. La visión tradicional 
considera que el carácter prestacional es 
el rasgo definidor de los derechos sociales, 
pero esta postura entra en conflicto con 
la naturaleza de una serie de derechos la-
borales, como la libertad de trabajo o la 
libertad sindical, respecto de los cuales la 
obligación principal es la no interferen-
cia del Estado o de terceros en su ejerci-
cio. Bajo esa visión se trataría de dere-
chos civiles en vez de derechos sociales. 
Este tipo de dificultades reside en que se 
pretende someter a los derechos laborales 
a los rígidos parámetros de los derechos 
de igualdad en contraposición con los de-
rechos de libertad. Los derechos sociales 
son derechos de libertad con raigambre 
igualitaria, superando la falsa contrapo-
sición entre derechos de libertad y dere-
chos de igualdad. Los derechos laborales 
gozan de una naturaleza “mixta” o “do-
ble” que explica la existencia de derechos 
con expectativas negativas o positivas, 
donde a unos les corresponden prohibi-
ciones de lesión y a otros les correspon-
den obligaciones de prestación.

La particularidad de los derechos labo-
rales reside en su objetivo que consis-
te en proteger la libertad en el mundo 
del trabajo. El contrato de trabajo y su 
cumplimiento se constituyen sobre la 
restricción del ejercicio de la libertad 
del trabajador durante la vigencia del 
contrato. El trabajador acepta someter 
su libertad dentro de la jornada laboral, 
porque esto es lo que le permite al em-
pleador aprovechar el uso de la fuerza de 
trabajo. Se trata de la subordinación del 
trabajador. Si bien el trabajador acepta 
libremente restringir su libertad, mu-
chas veces la situación de carencia en 
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que vive condiciona la autonomía de 
su voluntad, por lo que el contrato de 
trabajo puede esconder algún menosca-
bo sobre él. Así, los derechos laborales 
se constituyen como respuesta jurídica a 
esa libertad mermada.

La libertad del trabajador requiere ser 
protegida no solo por su propia debilidad 
sino también porque el empresario repre-
senta un centro de poder en la relación 
laboral. Este centro de poder requiere un 
control en los mismos términos que ocu-
rre con los otros poderes de la sociedad, 
porque ambos son un eventual peligro 
para la libertad. Los derechos laborales 
se insertan en la categoría de los dere-
chos humanos, con la peculiaridad de 
estar ubicados dentro de una relación 
entre particulares –empleadores y tra-
bajadores–, donde el Estado cumple un 
importante rol tutelar. El equilibrio del 
derecho laboral consiste en proteger la 
libertad de los trabajadores y conseguir 
la estabilidad del sistema productivo.

Se pueden identificar tres singularidades 
de los derechos humanos laborales. Para 
empezar, tienen como titular a la perso-
na humana, extendiendo su ámbito de 
protección en comparación con algunos 
ordenamientos nacionales. Así, los tra-
bajadores nacionales y extranjeros, los 
trabajadores subordinados, los trabaja-
dores semi-autónomos, los trabajadores 
autónomos e inclusive los propios em-
pleadores, son titulares de derechos hu-
manos laborales. Por supuesto, algunos 
derechos formulan restricciones o exclu-
siones en la titularidad, esto responde a la 
propia naturaleza del derecho. También, 
las normas que protegen los derechos 

humanos laborales imponen obligacio-
nes internacionales a los Estados y estos 
están sujetos a los procedimientos de 
control estipulados en los instrumentos 
internacionales. En tercer lugar, son re-
cogidos en términos de principios, fijan-
do un contenido esencial y permitiendo 
que las legislaciones nacionales los ade-
cúen a su ámbito normativo.

La naturaleza jurídica y las 
obligaciones impuestas por los 
instrumentos internacionales de 
derechos humanos

Las transformaciones que viene provo-
cando la globalización en el mundo del 
trabajo hacen insuficientes los esfuerzos 
desde los ordenamientos nacionales para 
abordar un fenómeno que trasciende sus 
fronteras. De igual modo, los esfuerzos 
desde la OIT son meritorios pero toda-
vía incompletos porque sus miembros 
son renuentes a adquirir nuevos com-
promisos internacionales. 

Frente a este panorama, son los dere-
chos humanos laborales quienes están 
en mejores condiciones para enfrentar 
los retos de la globalización. En primer 
lugar, los derechos humanos laborales 
son una herramienta jurídica esencial en 
el Derecho Internacional que asegura el 
respeto de la dignidad humana y la satis-
facción de las necesidades básicas en el 
mundo del trabajo. En segundo lugar, los 
derechos humanos laborales tienen por 
titular a la persona humana, por lo que 
trasciende las fronteras nacionales para 
ubicarla en el escenario mundial. En ter-
cer lugar, los derechos humanos labora-
les imponen obligaciones a los Estados. 



12323Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 23 (1), I Semestre 2012 (ISSN: 1659-4304)

Los derechos humanos laborales en el Derecho Internacional

Estas obligaciones aseguran un piso mí-
nimo internacional para cualquier rela-
ción laboral. Así, cualquier relación de 
trabajo en el mundo que merezca llamar-
se digna supone su respeto. Lo sustancial 
es que los derechos humanos laborales 
son una normativa internacional exis-
tente ―no por crear― con un conjunto 
de procedimientos de control a los que 
se encuentran vinculados los Estados y 
con pronunciamientos internaciona-
les que amparan su protección. Así, la 
exigencia por controlar la globalización 
económica desde un espacio suprana-
cional, en realidad ya está materializado, 
con los derechos humanos laborales. Sin 
embargo, esto no impide que se efectúen 
reformas o agregados que mejoren la re-
gulación internacional.

La naturaleza jurídica y las obligaciones 
impuestas por los instrumentos interna-
cionales de derechos humanos estable-
cen el marco normativo internacional 
de los derechos humanos laborales. En el 
caso de los instrumentos internaciona-
les abiertos a su ratificación o adhesión 
para los Estados, como los Pactos Inter-
nacionales de 1966 o la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos o 
el Convenio Europeo de los Derechos 
Humanos, no cabe duda de que el ca-
rácter vinculante surge con el depósito 
de la ratificación o adhesión del Estado. 
En cambio, el carácter vinculante de la 
Declaración Universal de Derechos Hu-
manos o de la Declaración Americana 
sobre los Derechos y Deberes del Hom-
bre es más discutible.

La Carta de las Naciones Unidas esta-
blece entre sus fines la promoción del 

respeto universal de los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales de las 
personas sin hacer distinción por moti-
vo de raza, sexo, idioma o religión. Sin 
embargo, no establece un listado de los 
derechos humanos y las libertades fun-
damentales recogidos por la Carta, aun-
que en el caso de los derechos laborales 
hay una referencia a promover el trabajo 
permanente para todos (artículo 55 in-
ciso a) y en términos generales la pro-
hibición de la discriminación (artículo 
55 inciso c). Esta ausencia de un listado 
de derechos humanos y libertades fun-
damentales se resuelve si se adopta una 
lectura conjunta entre la Carta de las 
Naciones Unidas y la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos, donde la 
DUDH cumple el rol de complementar 
a la Carta. Esta lectura conjunta signi-
ficaría que la Declaración Universal 
gozaría de un carácter vinculante para 
los Estados Miembros del organismo in-
ternacional, en razón de que se exten-
dería la obligatoriedad de la Carta a la 
Declaración. Sin embargo, es una inter-
pretación que no goza del respaldo de la 
doctrina jurídica en su conjunto.

Frente a esta interpretación formal de 
la Declaración Universal que rechaza su 
carácter vinculante y lo reduce a una exi-
gencia moral de respeto para los Estados, 
hay una serie de argumentos que respal-
dan la obligatoriedad de la DUDH. En 
primer lugar, los pronunciamientos de 
la Corte Internacional de Justicia don-
de establecen la existencia de principios 
fundamentales contenidos en la Decla-
ración. En segundo lugar, la práctica ins-
titucional en Naciones Unidas de some-
ter las comunicaciones sobre denuncias 
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de violaciones de derechos humanos a 
los mecanismos extraconvencionales 
con independencia de que los Estados 
hayan ratificado alguno de los Pactos In-
ternacionales de 1966, siendo la lectura 
conjunta de la Carta y la Declaración 
Universal lo que justifica esta práctica. 
En tercer lugar, un significativo núme-
ro de Estados vienen declarando que la 
DUDH tiene un carácter obligatorio e 
incorporan los derechos humanos den-
tro de sus constituciones nacionales, 
manifestando con ello una opinio juris 
sobre la materia. En mi criterio, estos 
argumentos llevarían a concluir que el 
respeto de los derechos laborales recogi-
dos en la DUDH son exigibles interna-
cionalmente a los Estados.

En el caso de la Declaración Ameri-
cana sobre los Derechos y Deberes del 
Hombre no es un tratado internacional 
sujeto a ratificación de los Estados; sin 
embargo, es una fuente de obligaciones 
para los Estados Miembros de la OEA en 
materia de derechos humanos, por su es-
trecho vínculo con la Carta de la OEA 
y con la práctica reiterada de los estados 
americanos, así lo interpretan la Corte 
Interamericana y la Comisión de Dere-
chos Humanos. Esto significaría que los 
derechos humanos laborales recogidos 
en la Declaración Americana son obli-
gatorios para los Estados del hemisferio.

Respecto al sistema universal especiali-
zado de los derechos humanos laborales 
donde la Organización Internacional 
del Trabajo cumple un rol central, el 
carácter vinculante de la Constitución 
de la OIT (1919) incluye su Preámbu-
lo y los Principios Generales, donde se 

encuentran recogidos los derechos hu-
manos laborales. Esta interpretación se 
sustenta en los innumerables comen-
tarios de los órganos de control del or-
ganismo internacional. Igualmente, la 
Declaración de Filadelfia (1944) que 
modificó los Principios Generales de la 
Constitución de la OIT y que fue agre-
gada a ésta, tiene carácter vinculante 
para los Estados Miembros de la OIT. 
Finalmente, la Declaración de la OIT 
(1998) no crea obligaciones nuevas 
para los Estados Miembros, se trata de 
un instrumento promocional que resalta 
el compromiso de estos de respetar, pro-
mover y hacer realidad los principios y 
derechos fundamentales en el trabajo, 
recogidos en la Constitución de la OIT 
y la Declaración de Filadelfia.

Se debería interpretar la Declaración 
de la OIT como el esfuerzo institucio-
nal de promover determinado grupo de 
derechos laborales, pero sin desmerecer 
o redefinir la importancia del resto de 
derechos humanos laborales. Por tanto, 
la Declaración de la OIT no modifica la 
Constitución de la OIT. Además, la De-
claración de la OIT es un instrumento 
internacional promocional y no estric-
tamente normativo, por lo que tampoco 
puede considerarse como un instrumen-
to interpretativo de la Constitución de 
la OIT. Posteriormente, el objetivo de 
la Declaración de 1998 es lograr que los 
Estados Miembros ratifiquen los con-
venios fundamentales de la OIT para 
asegurar su aplicación dentro de su ju-
risdicción y el de estar sometidos a los 
procedimientos de control del organis-
mo internacional.
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Las obligaciones que imponen los instru-
mentos internacionales de los derechos 
humanos a los Estados son las siguientes: 
respetar los derechos y libertades recogi-
dos en el instrumento internacional, pro-
teger los derechos y libertades agrupados 
en él y la obligación de no discriminar 
en la titularidad, el goce y el ejercicio de 
los derechos y libertades reunidos en di-
cho instrumento. Así como la obligación 
de adoptar medidas para hacer efectivos 
los derechos y libertades plasmados en el 
instrumento internacional. 

La adopción de las medidas debe pro-
ducirse dentro de un plazo de tiempo 
razonable, desde la entrada en vigen-
cia del instrumento internacional en 
el ordenamiento interno, deben dero-
gar, modificar o reformar la legislación 
para hacerlo acorde a los derechos y 
libertades recogidos en el instrumento 
internacional. Además, deben aprobar 
la legislación que asegure el respeto, 
la protección y el cumplimiento de los 
derechos y libertades recogidos en el 
instrumento internacional, suprimien-
do las prácticas que entrañen una vio-
lación de los mismos, con la obligación 
de ofrecer recursos jurídicos internos 
efectivos que aseguren su protección.

Con respecto al caso específico de los 
derechos humanos laborales del Pacto 
Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales (PIDESC), 
se establece la obligación de satisfacer 
los niveles mínimos esenciales de cada 
uno de ellos. Asimismo, gozan de apli-
cación inmediata la igualdad de remu-
neración por trabajo de igual valor, la 
libertad sindical, el derecho de huelga 

y la protección del menor de edad (en 
materia laboral).

En el caso específico de los derechos hu-
manos laborales de la Carta Africana de 
los Derechos Humanos y de los Pueblos 
(CAFDH), se establece la obligación 
de promover y asegurar mediante la en-
señanza, la educación y la difusión, el 
respeto a los derechos y libertades de la 
Carta; y de tomar las medidas para ase-
gurar que se comprendan estos derechos 
y libertades, así como sus correspondien-
tes obligaciones y deberes.

Este conjunto de obligaciones cubren 
las relaciones laborales tanto en el sec-
tor público como en el sector privado. 
Igualmente, su protección alcanza tanto 
los actos cometidos por los agentes del 
Estado como por las personas particula-
res o las entidades privadas.

Bajo ninguna circunstancia pueden ser 
suspendidas o formularse reservas sobre las 
obligaciones y las garantías de la prohibi-
ción de la esclavitud y de la servidumbre 
como de la prohibición de cualquier tipo 
de discriminación en materia laboral.

Los instrumentos internacionales de de-
rechos humanos han establecido distin-
tos tipos de procedimientos y han consti-
tuido una variedad de órganos de control 
que aseguran la protección internacional 
de los derechos humanos laborales.

En el Sistema Universal de los Derechos 
Humanos, los principales órganos de las 
Naciones Unidas cumplen un relevante 
rol de protección de los derechos hu-
manos laborales. La Asamblea General 
de las Naciones Unidas ha adoptado 
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resoluciones para la creación de pro-
cedimientos de control, pero también 
para condenar graves violaciones de 
los derechos humanos laborales, como 
en el caso de Myanmar (Birmania). El 
Consejo de Seguridad se ha pronuncia-
do por medio de sus resoluciones sobre 
graves violaciones de los derechos hu-
manos laborales, como en su Resolu-
ción 310 de 1972, donde se condena a 
Sudáfrica por las medidas represivas que 
caían sobre los trabajadores africanos en 
Namibia. El Consejo Económico y So-
cial (ECOSOC) ha establecido los pro-
cedimientos no convencionales de pro-
tección de los derechos humanos 1235 
y 1503 y la conformación de diversos 
órganos de control, como el Consejo 
de Derechos Humanos (antes Comi-
sión de Derechos Humanos), u órganos 
subsidiarios como el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales 
(CDESC). La Corte Internacional de 
Justicia cumple una valiosa labor por 
medio de sus competencias contenciosa 
y consultiva, pronunciándose sobre te-
mas directamente vinculados a los de-
rechos humanos. La Secretaría General 
de las Naciones Unidas, por intermedio 
de sus órganos, desarrolla importantes 
actividades en el área de los derechos 
humanos e impulsa políticas institucio-
nales, como el Pacto Mundial (Global 
Compact), para la promoción de prin-
cipios sociales y medioambientales que 
incluyen los derechos humanos y las re-
laciones laborales.

Los procedimientos convencionales 
del Sistema Universal de Derechos 
Humanos están divididos en los sis-
temas de reportes, la presentación de 

quejas y las denuncias ante los tribuna-
les internacionales.

Los derechos humanos laborales cubier-
tos por un sistema de reportes son los 
dos Pactos Internacionales de 1966, la 
Convención sobre la Eliminación de 
la Discriminación Racial, el Convenio 
de la Eliminación de todas las formas 
de Discriminación contra la Mujer, la 
Convención de los Derechos del Niño 
y la Convención Internacional sobre la 
protección de los derechos de los traba-
jadores migratorios y de sus familiares. 
Los Comités –órganos de control de los 
sistemas de reportes– han logrado nota-
bles éxitos en conseguir que los Estados 
Parte cumplan con las obligaciones im-
puestas por los instrumentos internacio-
nales de derechos humanos. En el caso 
de los derechos humanos laborales, se 
pueden mencionar, como ejemplos, los 
pronunciamientos del Comité de Dere-
chos Humanos sobre la falta de una ley 
que prohíba la discriminación en el em-
pleo (Venezuela) o la exigencia de una 
legislación que garantice a los trabaja-
dores una jubilación mínima adecuada 
(Argentina). Así como sus Observacio-
nes Generales sobre Discriminación (N. 
18) e Igualdad de derechos entre hom-
bres y mujeres (N. 28) donde aborda 
temas laborales. Igualmente, el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (CDESC) se ha pronunciado 
sobre violaciones de derechos humanos 
laborales. Hay que destacar su reciente 
Observación General sobre el Derecho 
al Trabajo (N. 18).

Los derechos humanos laborales prote-
gidos por la presentación de quejas se 
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ubican en el PIDCP y su Primer Proto-
colo Facultativo, la Convención Inter-
nacional sobre la Eliminación de todas 
las formas de Discriminación Racial, el 
Protocolo Facultativo de la Convención 
de la Eliminación de todas las formas 
de Discriminación contra la Mujer, y la 
Convención Internacional sobre la pro-
tección de los derechos de los trabaja-
dores migratorios y de sus familiares. En 
este tipo de procedimiento se pueden 
resaltar importantes pronunciamientos 
para los derechos humanos laborales. 
El Comité de Derechos Humanos ha 
señalado que el hostigamiento de los 
dirigentes sindicales como el arresto, la 
detención sin juicio, la tortura y trata-
miento cruel, inhumano o degradante, 
son una violación a la libertad sindical 
(Caso Saldías vs. Uruguay). El Comité 
para la Eliminación de la Discrimina-
ción Racial ha establecido que no es 
discriminatorio el sistema de cupos de 
profesionales extranjeros si todos están 
sometidos al mismo sistema (Caso BMS 
vs. Australia).

Son pocas las denuncias ante los tribu-
nales internacionales por la violación de 
algún derecho laboral, sin embargo, no 
se debe desvalorizar su impacto para el 
Derecho Internacional del Trabajo.

La Corte Internacional de Justicia en sus 
dos competencias –contenciosa y con-
sultiva– ha interpretado los derechos 
humanos recogidos en los instrumentos 
internacionales, definiendo las obliga-
ciones de los Estados respecto a los de-
rechos humanos. En su competencia 
contenciosa resalta el Caso Barcelona 
Traction, donde establece la diferencia 

entre las obligaciones de un Estado res-
pecto a los otros y la obligaciones de un 
Estado respecto a la Comunidad Inter-
nacional en su conjunto, reconociendo 
en estas últimas a las obligaciones erga 
omnes, identificando la prohibición de 
la esclavitud y la discriminación racial 
como principios y reglas relativos a los 
derechos fundamentales de la persona. 
En su competencia consultiva, destaca su 
opinión consultiva sobre las consecuen-
cias legales de la construcción del muro en el 
territorio de la Palestina ocupada, donde se-
ñala que la construcción del muro signi-
fica la violación de una serie de derechos 
humanos, destacando entre uno de ellos 
el derecho al trabajo. La Corte Penal In-
ternacional no se ha pronunciado toda-
vía sobre ningún caso, pero conforme a 
su Estatuto, es competente en el caso que 
una persona natural viole la prohibición 
de la esclavitud por ser considerado un 
crimen de lesa humanidad.

Los procedimientos extra convencio-
nales del Sistema Universal de Dere-
chos Humanos están constituidos por 
los procedimientos públicos 1235 y el 
procedimiento confidencial 1503. Am-
bos procedimientos se ventilan ante el 
Consejo de los Derechos Humanos por 
la presentación de quejas individuales, 
donde se alega la violación de algún 
derecho humano. Los procedimien-
tos públicos 1235 se dividen entre los 
procedimientos geográficos y los pro-
cedimientos temáticos. Tanto en los 
procedimientos geográficos como en los 
temáticos se han ventilado quejas por 
violaciones de derechos humanos labo-
rales, especialmente en países donde la 
actividad sindical es perseguida por los 
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Estados. En cambio, el procedimiento 
confidencial 1503 ha tenido un escaso 
rol para la protección de los derechos 
humanos laborales.

En el Sistema Interamericano de De-
rechos Humanos existen tres procedi-
mientos de control: el sistema de repor-
tes, el sistema de peticiones y los casos 
contenciosos ante la Corte Interameri-
cana, a esto debería agregarse la compe-
tencia consultiva que cumple la Corte.

Los derechos humanos laborales están 
sujetos a tres sistemas de reportes en el 
Sistema Interamericano: sobre los de-
rechos consagrados en la Convención 
Americana de Derechos Humanos, so-
bre los derechos económicos, sociales y 
culturales contenidos en la Carta de la 
OEA, y sobre los derechos consagrados 
en el Protocolo de San Salvador. La eva-
luación de los reportes es competencia 
de la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos (CIDH), quien en fun-
ción de la información recopilada elabo-
ra sus informes anuales y especiales.

En los Informes anuales de la CIDH se 
encuentran publicados sus comentarios 
y recomendaciones sobre las diversas pe-
ticiones que le han sido sometidas. En 
el caso de los derechos humanos labo-
rales, al inicio de sus labores los casos se 
centraron sobre persecución o asesinato 
de dirigentes sindicales. Posteriormente, 
con la consolidación de los regímenes 
democráticos en el hemisferio, dismi-
nuyeron este tipo de casos dando paso 
a peticiones por despidos antisindicales, 
incumplimiento de sentencias judiciales 
a favor de trabajadores o jubilados, el 

reconocimiento legal de organizaciones 
sindicales, etc. Los Informes anuales de 
la CIDH incluyen desde 1996 una sec-
ción donde se estudia la situación de los 
trabajadores migrantes y sus familiares 
en el hemisferio; sus estudios revelan la 
vulnerabilidad de este grupo humano.

En los Informes especiales de la CIDH, 
el órgano se viene pronunciando sobre 
violaciones a los derechos humanos la-
borales, retratando la situación jurídica 
entre los países estudiados. En el trabajo 
infantil se mencionan las pésimas con-
diciones laborales en que desarrollan sus 
labores y el preocupante incremento de 
menores que trabajan. Asimismo, señala 
que es insuficiente una legislación que 
prohíba el trabajo infantil si no viene 
acompañada por una protección real a 
favor de los menores. En el trabajo reali-
zado por las mujeres se resaltan los abu-
sos que sufren en sus empleos y la discri-
minación salarial frente a los hombres. 
Además, las poblaciones indígenas están 
sometidas a condiciones de explotación, 
especialmente en las actividades agríco-
las. La CIDH ha sido firme en sostener 
que el derecho al trabajo es un derecho 
humano que cubre una serie de derechos 
laborales que los Estados están obliga-
dos a respetar y garantizar. En el caso de 
los salarios, la CIDH llama la atención 
sobre el incremento de las desigualda-
des salariales dentro de las economías 
nacionales y regionales. De igual modo, 
resalta tanto el incumplimiento del pago 
de los salarios mínimos nacionales como 
que sus montos no cubran el costo de 
la canasta básica familiar. La Comisión 
se ha pronunciado sobre las reiteradas 
violaciones a la libertad sindical que se 
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producen en el hemisferio e inclusive 
sobre la contradicción entre las normas 
internas y la regulación internacional.

Los derechos humanos laborales están 
sujetos a tres procedimientos de examen 
de peticiones en el Sistema Interameri-
cano: las peticiones dirigidas por la vio-
lación de algún derecho de la Declara-
ción Americana, las peticiones dirigidas 
por la violación de algún derecho de la 
Convención Americana, y las peticio-
nes dirigidas por la violación de la liber-
tad sindical o el derecho a la educación 
recogido en el Protocolo de San Salva-
dor. La CIDH es el órgano competente 
para recibir y examinar las peticiones, 
las conclusiones y recomendaciones de 
la CIDH carecen de fuerza vinculante 
para los Estados, pero la Corte Interame-
ricana ha señalado que los Estados tie-
nen la obligación de realizar sus mejores 
esfuerzos para aplicar las recomendacio-
nes de la CIDH, en virtud del principio 
de buena fe.

Los casos contenciosos ante la Corte 
Interamericana solo pueden ser some-
tidos por la CIDH y los Estados Partes 
de la Convención Americana que hayan 
reconocido la jurisdicción de la Corte. 
Se han presentado importantes casos 
contenciosos ante la Corte sobre viola-
ciones de derechos humanos laborales. 
Al igual que con la CIDH, los primeros 
casos contenciosos consistían principal-
mente en el asesinato o desaparición de 
dirigentes y activistas sindicales (caso 
Caballero Delgado y Santana), pero 
el tipo de casos contenciosos laborales 
se amplia con el caso Baena Ricardo y 
otros, donde la Corte se pronuncia por 

la violación a la libertad sindical que 
sufren 270 trabajadores estatales despe-
didos en Panamá. En su sentencia sobre 
las excepciones preliminares, la Corte 
Interamericana establece que no existe 
duplicidad de procedimientos cuando 
los trabajadores alegan una violación 
ante los órganos de control de la OIT y 
simultánea o posteriormente ante el Sis-
tema Interamericano, porque los funda-
mentos legales son distintos y, especial-
mente, porque las recomendaciones del 
órgano de control de la OIT no pueden 
equipararse a las sentencias de un tribu-
nal internacional. Respecto a la senten-
cia sobre la cuestión de fondo, la Corte 
señala que las garantías judiciales esta-
blecidas en la Convención Americana 
son exigibles tanto en los procedimien-
tos administrativos de carácter laboral 
como en los procesos judiciales labora-
les. Asimismo, adopta un concepto de 
libertad sindical que incluye su aspecto 
positivo (la formación o afiliación a una 
organización sindical) y su aspecto nega-
tivo (la no afiliación o la desafiliación a 
una organización sindical). Al conside-
rar que se tratan de despidos antisindica-
les, la Corte ordena la reposición de los 
270 trabajadores, el pago de los salarios 
caídos y el pago de una indemnización 
por concepto de reparaciones. Con ello 
la Corte se inclina por una reparación 
del daño bajo el principio restitutio in in-
tegrum, buscando el restablecimiento de 
la situación jurídica antes de producirse 
la violación, siempre que esto sea posi-
ble. Este criterio se ha mantenido para 
posteriores casos contenciosos labora-
les donde la Corte se ha pronunciado 
a favor de los trabajadores (Caso Ace-
vedo Jaramillo y otros). En el caso Cinco 
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Pensionistas, la Corte establece que el 
derecho a la pensión de jubilación es un 
derecho adquirido por lo que se incorpo-
ra al patrimonio del jubilado.

Las opiniones consultivas de la Corte 
Interamericana han sido fundamenta-
les para la interpretación y el alcance 
de los derechos humanos laborales en 
el hemisferio. En la Opinión Consulti-
va sobre la Colegiación obligatoria de los 
periodistas, señala que las colegiaciones 
obligatorias en general no afectan la li-
bertad de trabajo, pero en el caso de los 
periodistas supondrían impedir el acceso 
de cualquier persona al uso de los medios 
de comunicación social. En la Opinión 
Consultiva sobre la Condición jurídica y 
derechos de los migrantes indocumentados, 
la Corte sostiene que la no discrimina-
ción junto con la igualdad ante la ley y 
la igual protección de la ley a favor de 
todas las personas son elementos consti-
tutivos de un principio básico y general 
de los derechos humanos. Apoya su afir-
mación en que el principio de no discri-
minación está recogido en la totalidad 
de los instrumentos internacionales so-
bre la materia. La Corte concluye que el 
principio de igualdad ante la ley, igual 
protección ante la ley y no discrimina-
ción pertenece al jus cogens. Además, 
la Corte utiliza el término derechos hu-
manos laborales para referirse a los dere-
chos laborales que le son inherentes a la 
persona por su condición de trabajador. 
Finalmente, la Corte subraya que la cali-
dad migratoria de una persona no puede 
constituir, de manera alguna, una justifi-
cación para privarla del goce y ejercicio 
de sus derechos humanos, entre ellos los 
de carácter laboral.

En el Sistema Europeo de Derechos Hu-
manos existen cuatro procedimientos de 
control: el sistema de reportes, las recla-
maciones colectivas, las denuncias indi-
viduales y las denuncias interestatales 
ante la Corte Europea.

Los derechos humanos laborales están 
protegidos en tres sistemas de reportes. 
En primer lugar, sobre los derechos reco-
gidos en el Convenio Europeo de Dere-
chos Humanos. En segundo lugar, sobre 
los derechos económicos recogidos en la 
Carta de Turín. En tercer lugar, sobre los 
derechos recogidos en la Carta de Estras-
burgo. En el sistema de reportes del Con-
venio Europeo no se ha establecido un 
órgano de control responsable para revi-
sar los informes o reportes, siendo una de 
las razones de su poco uso. En cambio, 
el Comité Europeo de Derechos Socia-
les (ECSR) es el órgano responsable para 
los otros dos sistemas de reportes. Los 
informes y comentarios del ECSR son 
trasmitidos a los Estados y al Comité de 
Ministros, este último puede adoptar re-
comendaciones hacia los Estados en los 
casos de violaciones. La debilidad del sis-
tema de reportes europeos reside en que 
no establece ningún tipo de sanción para 
los Estados que incumplan las recomen-
daciones del Comité de Ministros.

El ECSR ha abordado en sus conclusio-
nes sobre los reportes de los Estados una 
gran variedad de derechos humanos la-
borales. En el caso del derecho al traba-
jo, el Comité sostiene que este derecho 
incluye tres principios: la prohibición de 
todas las formas de discriminación en el 
empleo; la prohibición del trabajo for-
zoso u obligatorio; y, la prohibición de 
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cualquier práctica que pueda interferir 
en el derecho del trabajador a ganarse 
la vida mediante un empleo libremente 
elegido. También, apunta que el dere-
cho a una remuneración mínima debe 
asegurar un estándar decente de vida y 
que bajo ninguna circunstancia puede 
estar debajo de la línea de pobreza del 
país. Respecto a la libertad sindical, el 
Comité afirma que este derecho garan-
tiza a los trabajadores y empleadores a 
organizarse, estableciendo una noción 
de trabajador amplia. Así, el ECSR in-
cluye como titulares de la libertad sin-
dical a los trabajadores semi-autónomos 
y autónomos. Igualmente, señala que la 
noción de libertad sindical incluye su 
aspecto negativo, es decir, el derecho a 
no afiliarse o a desafiliarse de una organi-
zación sindical, por lo que declara como 
prácticas contrarias al instrumento in-
ternacional el closed shop o union security 
(modalidades de cláusulas sindicales).

Las reclamaciones colectivas son quejas 
presentadas por la aplicación insatisfac-
toria de un derecho recogido en las Car-
tas de Turín o Estrasburgo. Se requiere el 
consentimiento del Estado denunciado. 
La queja se tramita ante el ECSR. Al 
igual que en el sistema de reportes, no 
se establecen sanciones por el incumpli-
miento de las recomendaciones. Las re-
clamaciones colectivas presentadas han 
abordado diferentes derechos humanos 
laborales: la prohibición del trabajo in-
fantil, la libertad de trabajo, la prohibi-
ción del trabajo forzoso, la discrimina-
ción en el empleo, el descanso semanal 
remunerado, la seguridad e higiene en el 
trabajo, la libertad sindical, la negocia-
ción colectiva, entre otros.

Las demandas individuales ante la 
Corte Europea de Derechos Humanos 
(ECHR) han significado un importante 
aporte del Sistema Europeo a la protec-
ción de los derechos humanos, al otorgar 
el derecho al acceso al Tribunal Interna-
cional a cualquier persona física, orga-
nización no gubernamental o grupo de 
particulares que se considere víctima de 
una violación de los derechos recono-
cidos en el CEDH o sus Protocolos. La 
sentencia que pone fin al proceso tiene 
carácter declarativo y es obligatorio para 
los Estados. Asimismo, la Corte Europea 
adopta el principio restitutio in integrum 
como mecanismo de reparación siempre 
que la legislación interna del Estado lo 
permita, conforme lo dispone el CEDH.

Con respecto a la competencia conten-
ciosa de la Corte Europea, esta se ha 
pronunciado en multitud de casos que 
abordan los derechos humanos labora-
les. La Corte ha señalado que el trabajo 
de las personas detenidas por vagancia 
(caso de Wilde y otros, caso Droogenbro-
eck) y el trabajo de asesoría jurídica 
gratuita establecida por ley (Caso Van 
der Mussele) no son trabajos forzosos u 
obligatorios. En el caso de la vagancia, la 
Corte Europea sostiene que el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos permite 
el trabajo penitenciario siempre que no 
rebase los límites de la “normalidad” y 
en tanto se busque la rehabilitación de 
los presos. En el caso de la asesoría jurí-
dica gratuita, la Corte Europea entiende 
que este tipo de labores se ubican dentro 
del ámbito del trabajo o servicio de las 
obligaciones cívicas normales señalado 
en el CEDH.
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Sus controversiales sentencias sobre li-
bertad sindical, donde señalan que el 
derecho a consulta de las organizaciones 
sindicales (Caso Sindicato Nacional de 
Policía Belga), el derecho a una negocia-
ción colectiva obligatoria (caso Sindicato 
de Conductores de Locomotoras suecos y 
caso Wilson y otros), el derecho al bene-
ficio de la retroactividad o el aumento 
del salario resultante de un convenio 
colectivo (caso Schmidt y Dahlström) no 
constituyen elementos indispensables 
de la libertad sindical. Asimismo, señala 
que la obligación de afiliarse a una aso-
ciación de derecho público (el Colegio 
de Médicos) no es una violación a la li-
bertad sindical (caso Le Compte y otros y 
caso Albert y Le Compte). 

En el Caso Young y otros, la Corte recha-
za el argumento de que el derecho a la 
libertad sindical en su aspecto negativo 
expresamente no ha sido recogido en el 
CEDH. Avanza en este razonamiento 
con el caso Singurjónsson, donde la Cor-
te establece que hay un consenso entre 
una gran mayoría de los Estados Partes 
en salvaguardar el aspecto negativo de la 
libertad de asociación, por lo que se debe 
considerar que el artículo 11 del CEDH 
engloba un derecho de asociación nega-
tivo. La Corte no encuentra que estable-
cer restricciones al ejercicio de la liber-
tad de asociación de los miembros de las 
fuerzas armadas signifique una violación 
a la libertad sindical (caso Rekvenyi). 
La Corte ha subrayado que permitir a 
los empleadores a recurrir a incentivos 
económicos para inducir a los trabaja-
dores a renunciar a sus importantes de-
rechos sindicales significa que el Estado 
incumple con sus obligaciones positivas 

(asegurar el disfrute de los derechos), lo 
que equivale a una violación de la liber-
tad sindical (caso Wilson y otros).

En cuanto a la prohibición a la discri-
minación en las relaciones laborales, los 
casos alemanes que prohíben el ingreso 
a la administración pública de personas 
que son miembros o participan en parti-
dos anticonstitucionales fueron los más 
resaltantes. En los casos Kosiek y Glase-
napp, la Corte afirma que el CEDH no 
regula el derecho al acceso a la admi-
nistración pública pero esto no signifi-
ca excluir a los funcionarios públicos de 
la aplicación del Convenio. Asimismo, 
la exigencia de las normas alemanas de 
lealtad política a la Constitución como re-
quisito de acceso al puesto de funciona-
rio público no es violatorio del CEDH. 

Sin embargo, la Corte matiza su criterio 
en el caso Vogt, cuando afirma que el des-
pido de una funcionaria motivado en la 
exigencia de la “lealtad política” es una 
sanción severa y violatoria del CEDH. 
En el caso Gaygusuz, la Corte Europea 
afirma que un tratamiento es discrimina-
torio si no tiene una justificación objeti-
va y razonable, especialmente en el caso 
de la nacionalidad de una persona. En 
los casos Van Raalte y Willis, la Corte afir-
ma que no cabe una diferenciación en 
el trato respecto de personas ubicadas en 
situaciones análogas basada en el sexo. 

Las demandas interestatales ante la Cor-
te Europea de Derechos Humanos por la 
violación de algún derecho recogido en 
el CEDH o sus Protocolos no han teni-
do ninguna relevancia para los derechos 
humanos laborales.
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El Sistema Africano de Derechos Hu-
manos cuenta con tres tipos de proce-
dimientos de control: el sistema de re-
portes, las denuncias interestatales y las 
comunicaciones o denuncias individua-
les. La Comisión africana de los dere-
chos humanos es el órgano responsable 
para los tres procedimientos. La ausen-
cia en el sistema de reportes africanos de 
algún tipo de sanción para los Estados 
Partes que no remiten la información 
a la cual se encuentran obligados por la 
ratificación de la Carta, ha llevado a que 
el sistema sea débil y su incumplimiento 
sea generalizado. 

Asimismo, el sistema de reportes care-
ce de un adecuado seguimiento para las 
observaciones presentadas por la Co-
misión, especialmente en los casos de 
incumplimientos graves sobre la aplica-
ción de las normas de la Carta dentro de 
los Estados. En cuanto a las denuncias 
interestatales, este procedimiento no ha 
sido utilizado por los Estados. Respecto a 
las comunicaciones o denuncias indivi-
duales, estas carecen de una normativa 
precisa para el seguimiento de las reco-
mendaciones señaladas por la Comisión. 
La Conferencia de Jefes de Estado y de 
Gobierno es renuente a condenar o san-
cionar a un Estado que viola la Carta 
Africana. Si a esto se agrega que solo por 
autorización del Conferencia se pueden 
hacer públicas las decisiones de la Co-
misión, esto debilita notoriamente el 
procedimiento de control.

Los derechos humanos laborales recogi-
dos en la OIT son protegidos bajo tres ti-
pos de procedimientos: el procedimien-
to de control regular, el procedimiento 

de control general y los procedimientos 
especiales de control.

El procedimiento de control regular 
consiste en la evaluación de Memorias 
de los Estados. Existen cuatro clases: las 
memorias sobre los convenios ratifica-
dos, las memorias sobre los convenios 
no ratificados y las recomendaciones, las 
memorias especiales sobre la Declara-
ción de la OIT y las informaciones sobre 
la sumisión a las autoridades competen-
tes. Los Expertos Consejeros es el órgano 
responsable para las memorias especiales 
de la Declaración de la OIT, mientras la 
Comisión de Expertos y la Comisión de 
Aplicación son los órganos responsables 
para las otras memorias e informaciones.

 La Comisión de Expertos se pronuncia 
sobre el cumplimiento de las normas in-
ternacionales del trabajo elaboradas en 
el seno de la OIT, que cubren todos los 
derechos humanos laborales y se apoyan 
muchas veces en los pronunciamientos 
de los órganos de control de los instru-
mentos internacionales de derechos 
humanos. Sus pronunciamientos mayor-
mente analizan la legislación nacional, 
la jurisprudencia y las prácticas que se 
desarrollan en el país, especialmente, si 
están en armonía con los principios es-
tablecidos en las normas internacionales 
del trabajo.

El procedimiento de control general se 
realiza por medio de dos mecanismos: las 
reclamaciones y las quejas. Las reclama-
ciones son presentadas por las organiza-
ciones de empleadores y de trabajadores 
contra un Estado que no ha adoptado las 
medidas necesarias para el cumplimiento 
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satisfactorio del convenio ratificado. Un 
Comité tripartito es el órgano responsa-
ble de tramitar la reclamación. Las quejas 
son presentadas por un Estado Miembro, 
el Consejo de Administración o un dele-
gado asistente a la Conferencia Interna-
cional del Trabajo contra un Estado que 
no ha adoptado las medidas necesarias 
para el cumplimiento satisfactorio del 
convenio ratificado. Una Comisión de 
Encuesta es el órgano responsable de tra-
mitar la queja y está compuesta por tres 
personalidades independientes, quienes 
al finalizar el mecanismo presentan sus 
recomendaciones. Bajo este mecanismo 
es que se llegó a aplicar el artículo 33 
de la Constitución de la OIT en el Caso 
Myanmar, donde se otorga potestad a la 
Conferencia para adoptar las medidas 
que estimen convenientes para obtener 
el cumplimiento de dichas recomenda-
ciones. Este caso ha sido importante para 
la OIT en diversos aspectos.

En primer lugar, la OIT exige el respe-
to de los derechos fundamentales en el 
trabajo, en este caso la prohibición del 
trabajo forzoso. En segundo lugar, por 
primera vez se hace uso del artículo 33 
de la Constitución de la OIT como me-
canismo de control, evidenciando que el 
organismo internacional cuenta con las 
potestades constitucionales suficientes 
para enfrentar graves violaciones de de-
rechos. En tercer lugar, el debate interno 
durante la elaboración de la Declaración 
de la OIT (1998) ha provocado una at-
mósfera institucional a favor del respeto 
irrestricto de los derechos.

Existen dos procedimientos especiales de 
control: incumplimiento de someter los 

convenios y recomendaciones a las autori-
dades competentes, y quejas por violación 
de derechos sindicales. El primer proce-
dimiento ha resultado ineficaz porque 
los Estados, quienes son los titulares para 
iniciar el procedimiento, no lo han usado. 
En cambio, las quejas sindicales han re-
presentado uno de los procedimientos más 
dinámicos de protección dentro de la OIT.

 Las quejas son presentadas por las orga-
nizaciones nacionales e internacionales 
así como por los gobiernos nacionales 
contra un Estado que haya violado la 
libertad sindical. Este procedimiento se 
aplica inclusive para los Estados que no 
han ratificado ninguno de los convenios 
internacionales de libertad sindical. El 
Comité de Libertad Sindical y la Comi-
sión de Conciliación en materia de Li-
bertad Sindical son los órganos respon-
sables de las quejas, aunque el Comité ha 
sido el verdadero órgano de protección.

El sistema de solución de diferencias de la 
OMC se ha visto abocado a resolver casos 
donde la materia laboral estaba presente, 
a pesar que el propio organismo interna-
cional pretendía excluirlo dentro de sus la-
bores institucionales. En la práctica resulta 
difícil establecer una división entre el pro-
ceso productivo –del cual el trabajo forma 
parte– y el intercambio de mercancías en 
el mercado internacional, cuando entre 
ambos existe una estrecha interrelación. 

El primer caso importante fue Massa-
chussets-Myanmar donde se ventila si 
las prohibiciones en la compra de bie-
nes o la contratación de servicios con-
tra las personas o las empresas que rea-
licen transacciones mercantiles con el 
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régimen militar birmano son violatorias 
del Acuerdo sobre Contratación Públi-
ca (ACP). El fundamento de la acción 
es presionar al Gobierno militar por su 
política represora que viola los derechos 
humanos en el país. El caso se resuelve 
antes de un pronunciamiento del órgano 
de control porque Estados Unidos retira 
la medida estatal, lo sustancial del caso 
reside en que una medida coercitiva de 
protección de los derechos humanos la-
borales podría ser evaluada ante la OMC. 

El caso Amianto consiste en la prohibi-
ción de Francia (y se extiende a la Unión 
Europea), al ingreso de amianto a su 
mercado porque es un producto cance-
rígeno que atenta contra la salud de los 
trabajadores y de la población en gene-
ral. El órgano de apelación resuelve que 
Francia puede adoptar medidas de res-
tricción para la protección de su pobla-
ción, en tanto esas restricciones no estén 
en contradicción con la normativa de 
la OMC. Para el sistema de solución de 
diferencias no se toma en consideración 
las normas convencionales provenientes 
de otros instrumentos internacionales, 
aunque los Estados los hayan ratificado. 
Bajo dicha interpretación, una medida 
de protección que no es conforme a los 
acuerdos de la OMC sería declarada in-
compatible. No obstante, el caso repre-
senta un importante antecedente para 
los derechos humanos laborales dentro 
de la OMC. Así, las medidas dirigidas 
a proteger la seguridad y la salud de los 
trabajadores no se consideran incompa-
tibles con las normas de la OMC. 

En el caso SGP se discute si el Sistema de 
Preferencias Arancelarias de la Unión 

Europea respeta la normativa de no dis-
criminación de la OMC. El caso resul-
ta relevante en tres aspectos. Primero, 
aborda la naturaleza de los sistemas de 
preferencias arancelarias en el marco de 
la OMC, especialmente, cuando se pone 
en tela de juicio las políticas comerciales 
que favorecen a determinados países en 
desarrollo y excluyen a otros. Segundo, 
marca un valioso antecedente ante una 
eventual disputa dentro del sistema de 
solución de diferencias de la OMC sobre 
una política comercial que promueva la 
protección de los derechos humanos ―y 
dentro de ellos, los laborales―. Tercero, 
evidencia las dificultades de implemen-
tar cláusulas sociales ―que a diferencia de 
las preferencias arancelarias, son sancio-
nadoras― dentro del marco de la OMC. 
El órgano de apelación resuelve que un 
SPG debe estar abierto a todos los países 
en desarrollo sin establecer ningún tipo 
de distingo o discriminación entre ellos. 
A su vez, dentro del SPG se pueden es-
tablecer subcategorías diferentes de be-
neficiarios en función a la necesidad de 
desarrollo, financiera o comercial, siem-
pre que existan mecanismos claros que 
evidencien que cualquier país en desa-
rrollo sujeto a dicha situación se puede 
beneficiar de ellos. También permite 
que un SGP considere la protección de 
los derechos humanos como un criterio 
para una subcategoría diferente de bene-
ficiarios, siempre que respete el marco 
normativo de la OMC. Finalmente, se-
ría difícil implementar cláusulas sociales 
con carácter sancionador dentro del ac-
tual marco normativo de la OMC.

La multitud de procedimientos de con-
trol en los distintos sistemas de derechos 
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humanos, la variedad de órganos de 
control especializados, la protección del 
listado de derechos humanos laborales y 
los pronunciamientos o comentarios so-
bre ellos, eliminan cualquier duda sobre 
el carácter justiciable de los derechos 
humanos laborales.

El jus cogens laboral

Las normas de jus cogens son las normas 
imperativas e inderogables del Derecho 
Internacional general que son aceptadas 
y reconocidas por la Comunidad Interna-
cional en su conjunto. Las normas de jus 
cogens son identificadas por la jurispruden-
cia internacional y la práctica de los Es-
tados. Apoyándome en la jurisprudencia 
de los tribunales internacionales y en los 
comentarios de la Comisión de Derecho 
Internacional se puede establecer un lista-
do de normas de jus cogens: la prohibición 
del genocidio, el principio de inviolabili-
dad de los diplomáticos y de sus locales, la 
prohibición de los actos de agresión, uso 
o amenaza de la fuerza, la prohibición de 
la esclavitud, el principio de igualdad de 
las personas ante la ley, la prohibición de 
la discriminación, la privación abusiva de 
la libertad, la prohibición de la tortura, 
el derecho a la autodeterminación de los 
pueblos, y los principios del Derecho In-
ternacional Humanitario. 

En cambio las obligaciones erga omnes 
son aquellas conductas exigibles al Es-
tado en relación a la Comunidad Inter-
nacional en su conjunto. Así todas las 
normas imperativas depositan obliga-
ciones erga omnes, pero no necesaria-
mente todas las obligaciones erga omnes 
provienen de una norma imperativa. 

Finalmente, el núcleo duro de derechos 
humanos son aquellos derechos reco-
gidos en las normas de jus cogens, sin 
incluir los principios ordenadores del 
Derecho Internacional. Al utilizarse 
como sinónimos, especialmente entre 
las normas imperativas y el núcleo duro, 
se puede caer en serias contradicciones.

La polémica con el núcleo duro de los 
derechos humanos reside en que la doc-
trina no suele ser uniforme en la iden-
tificación de los derechos que son re-
cogidos por las normas imperativas. La 
disparidad de listados le resta solidez ju-
rídica al término, especialmente cuando 
se identifican mecánicamente las nor-
mas imperativas con el núcleo duro. En 
ese salto mecánico se pierde el criterio 
de que son la práctica de los Estados y 
la jurisprudencia internacional quienes 
cumplen el rol de dar contenido mate-
rial a las normas de jus cogens. Cuando 
los autores definen los rasgos que iden-
tifican un derecho humano dentro del 
núcleo duro, curiosamente recurren a 
los mismos argumentos ya superados que 
dividían a los derechos humanos entre 
derechos civiles y derechos sociales, 
dando preferencia a los primeros. Se tra-
taría, en mi opinión, de la reposición de 
la polémica bajo otros ropajes jurídicos, 
pero en esta ocasión dentro de la pro-
pia categoría de los derechos humanos. 
La diferencia valorativa ya no reside en 
pertenecer a los derechos civiles, sino en 
ubicarse dentro del núcleo duro de los 
derechos humanos.

Se suele señalar que el núcleo duro de 
los derechos humanos puede ser iden-
tificado en las normas inderogables del 
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Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos, los Convenios de Gine-
bra, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y el Convenio Euro-
peo para la Protección de los Derechos 
Humanos y Libertades Fundamentales. 
Sin embargo, allí también se presentan 
serias disparidades entre los instrumen-
tos internacionales. A esto se agrega que 
ni siquiera el mínimo común denomi-
nador de los derechos inderogables sería 
conveniente considerar como un núcleo 
duro. Su número de derechos es inferior 
al reconocido internacionalmente den-
tro de las normas imperativas.

En el ámbito de la doctrina jurídica del 
Derecho Internacional del Trabajo tam-
bién se plantea la existencia de un nú-
cleo duro de derechos laborales. Al igual 
que en el caso anterior, hay una gran 
disparidad sobre su identificación, por 
lo que resulta difícil establecer cuál es el 
listado de derechos laborales esenciales. 
Estas propuestas doctrinarias tampoco 
se apoyan en los instrumentos interna-
cionales, se tratan más bien de criterios 
como la protección satisfactoria de los 
trabajadores, la práctica internacional 
de algunos Estados o, las formas intole-
rables de explotación, que sirven como 
argumentos para definir la inclusión o 
exclusión de un derecho laboral dentro 
del núcleo duro. En mi opinión, mien-
tras no se formule un núcleo duro asen-
tado sobre la propia normativa interna-
cional laboral, se deberían dejar de lado 
este tipo de propuestas. La protección 
del íntegro listado de derechos humanos 
laborales no puede estar condicionada 
por fórmulas ajenas al Derecho Interna-
cional positivo.

En el caso de la Organización Interna-
cional del Trabajo, la formulación de un 
núcleo duro de derechos se refiere exclu-
sivamente al ámbito de sus normas in-
ternacionales del trabajo y no a los ins-
trumentos internacionales de derechos 
humanos. Esto es un distingo sustancial 
porque el organismo internacional defi-
ne claramente que es dentro de su mar-
co normativo donde se postula el núcleo 
duro. En su Declaración de 1998 la OIT 
señala que existen cuatro derechos fun-
damentales en el trabajo: la libertad de 
asociación, y la libertad sindical y el 
derecho a la negociación colectiva; la 
eliminación del trabajo forzoso u obliga-
torio; la abolición del trabajo infantil; y, 
la eliminación de la discriminación en 
materia de empleo y ocupación.

El primer argumento para justificarlo re-
side en que estos derechos recogidos en 
convenios internacionales fundamenta-
les han recibido un número masivo de 
ratificaciones de sus Estados Miembros. 
Sin embargo, no se le puede considerar 
como un argumento sólido porque tam-
bién existen otros convenios interna-
cionales del trabajo que han recibido un 
significativo número de ratificaciones y 
no forman parte de los derechos funda-
mentales en el trabajo. Además, el cri-
terio del número de ratificaciones de un 
instrumento internacional no está vin-
culado necesariamente a la importancia 
de los derechos.

El segundo argumento sostiene que los 
derechos fundamentales en el trabajo se 
encuentran recogidos como principios en 
la Constitución de la OIT y la Declara-
ción de Filadelfia. Sin embargo, ambos 
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instrumentos internacionales recogen un 
mayor número de derechos laborales y no 
se reduce solo a los cuatro establecidos en 
la Declaración de la OIT de 1998.

El tercer argumento afirma que los cua-
tro derechos fundamentales en el trabajo 
son imprescindibles en cualquier orde-
namiento jurídico, o son suficientes para 
asegurar que se respete la libertad de la 
autonomía de los trabajadores. En efec-
to, no cabe un ordenamiento jurídico 
que respete la dignidad en el trabajo si es 
que no incluye estos cuatro derechos. Sin 
embargo, los cuatro derechos no son su-
ficientes. A modo de ejemplo, resultaría 
difícil sostener que el derecho a la segu-
ridad y salud en el trabajo –directamente 
vinculado al derecho a la vida y a la inte-
gridad física y moral de la persona– pueda 
ser excluido dentro de un listado de de-
rechos laborales imprescindibles en cual-
quier ordenamiento jurídico. Del mismo 
modo, no se puede asegurar la libertad de 
la autonomía de los trabajadores sino se 
presupone que estos pueden actuar libre-
mente sin ningún tipo de impedimento. 
Mientras no disfruten de un derecho ge-
neral que garantice sus condiciones de 
vida en el mundo laboral (por ejemplo, la 
jornada máxima de trabajo o el derecho a 
un salario mínimo), sería difícil sostener 
que son autónomos para actuar y, lamen-
tablemente, esto no puede ser asegurado 
solo con los cuatro derechos fundamenta-
les en el trabajo de la OIT.

Con independencia de la debilidad o 
fortaleza de los argumentos, los dere-
chos fundamentales en el trabajo son la 
formulación de un núcleo duro institu-
cional de derechos laborales dentro de 

la OIT. Su objetivo es lograr la univer-
salización de los ocho convenios funda-
mentales con la ratificación de todos sus 
Estados Miembros y asegurar su protec-
ción por medio de los procedimientos de 
control institucional.

Sin embargo, el “núcleo duro” institucio-
nal termina ensombreciendo al resto de 
los derechos humanos laborales no consi-
derados por la Declaración de la OIT. En 
el plano internacional, se viene interpre-
tando que los cuatro derechos laborales 
de la Declaración son los esenciales para 
cualquier relación laboral, sin considerar 
el listado de derechos laborales recogidos 
en los instrumentos internacionales de 
derechos humanos. Aunque esto se viene 
matizando desde el propio organismo in-
ternacional con su política institucional 
de alcanzar los cinco objetivos estratégi-
cos donde incluyen la política de empleo, 
la seguridad social y las condiciones de 
trabajo. En todo caso, es el conjunto de 
los derechos humanos laborales los que 
aseguran la dignidad en el trabajo y la sa-
tisfacción de las necesidades básicas en el 
mundo del trabajo.

En mi opinión, en vez de formular un 
“núcleo duro” de derechos humanos la-
borales resulta más importante para el 
Derecho Internacional del Trabajo resal-
tar la existencia de un jus cogens laboral.

En el listado de normas de jus cogens esta-
blecido por la jurisprudencia internacio-
nal y la práctica de los Estados, se ubican 
dos derechos humanos laborales: la pro-
hibición de la esclavitud y la prohibición 
de la discriminación. En el primer caso, 
se puede extender a la prohibición de la 
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servidumbre en razón de que los instru-
mentos internacionales de derechos hu-
manos los equiparan y ambos conceptos 
–esclavitud y servidumbre– tienen una 
raíz común que es la ausencia de libertad 
en la persona que ejercita el trabajo. En 
el segundo caso, la Corte Interamericana 
ha sido clara en afirmar que las diversas 
causas que provocan la discriminación se 
encuentran prohibidas por una norma de 
jus cogens. Así, la prohibición de la escla-
vitud y de la servidumbre como la prohi-
bición de la discriminación en el ámbito 
laboral constituyen en la etapa actual del 
Derecho Internacional los dos derechos 
humanos laborales recogidos en normas 
imperativas o de jus cogens. 

Esto no impide que otros derechos hu-
manos laborales sean recogidos poste-
riormente por normas imperativas del 
Derecho Internacional. La jurispruden-
cia internacional viene consolidando la 
equiparación entre la prohibición de la 
esclavitud con la prohibición del traba-
jo forzoso dentro de sus interpretaciones 
sobre la normativa penal internacional. 
El Tribunal Penal Internacional para la 
Antigua Yugoslavia, apoyándose en la 
Comisión de Derecho Internacional, 
sostiene que las formas contemporáneas 
de la esclavitud forman parte del enslave-
ment. En el mismo sentido, se pronuncia 
el Tribunal Especial Independiente para 
Sierra Leona. Sin embargo, no existe 
todavía un pronunciamiento judicial in-
ternacional donde se afirme que la pro-
hibición del trabajo forzoso se encuentra 
recogida en una norma de jus cogens.

Lo sustancial es que no existiría contro-
versia en reconocer que la prohibición 

de la esclavitud y de la servidumbre y la 
prohibición de la discriminación en el 
ámbito laboral constituyen los dos de-
rechos humanos laborales recogidos por 
normas imperativas del Derecho Inter-
nacional general.

La importancia del jus cogens laboral 
reside en que cualquier tratado interna-
cional o acto unilateral de los Estados, 
sería nulo si está en conflicto con los 
derechos humanos laborales recogidos 
en las normas imperativas del Derecho 
Internacional general. Así, el jus cogens 
laboral gozaría de un carácter imperati-
vo tanto ante el ordenamiento interna-
cional como en el nacional.

Reflexión final

Podemos concluir que los derechos hu-
manos laborales son un ordenamiento 
internacional existente -no por crear-, 
que se encuentran protegidos por un 
conjunto de procedimientos de control 
y con pronunciamientos internaciona-
les que tienen niveles de obligatoriedad 
hacia los Estados donde se ampara su 
protección. La inclusión de los derechos 
laborales en los instrumentos interna-
cionales de los derechos humanos supuso 
colocar a este selecto grupo de derechos 
en la cúspide del ordenamiento inter-
nacional, con obligaciones vinculantes 
para los Estados y sometidos a procedi-
mientos de control internacional.

En mi opinión, asistimos a un cambio 
de paradigma normativo que se trasla-
da desde el Derecho del Trabajo hacia 
el Derecho Internacional del Trabajo, 
donde ahora son los derechos humanos 
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laborales los nuevos pilares de protección 
de la libertad en el mundo del trabajo.

Asimismo, en vez de formular un “nú-
cleo duro” de derechos humanos labo-
rales resulta más importante para el De-
recho Internacional del Trabajo resaltar 
la existencia de un jus cogens laboral. En 
ese listado de normas imperativas del 
Derecho Internacional general estable-
cido por la jurisprudencia internacional 
y la práctica de los Estados, se ubican dos 
derechos humanos laborales: la prohibi-
ción de la esclavitud y la prohibición de 
la discriminación.

 En el primer caso, se puede extender a la 
prohibición de la servidumbre en razón 
de que los instrumentos internaciona-
les de derechos humanos los equiparan 
y ambos conceptos –esclavitud y servi-
dumbre- tienen una raíz común, que es 
la ausencia de libertad en la persona que 
ejercita el trabajo. En el segundo caso, 
la Corte Interamericana ha sido clara en 
afirmar que las diversas causas que pro-
vocan la discriminación se encuentran 
prohibidas por una norma de jus cogens. 
Así, la prohibición de la esclavitud y de 
la servidumbre como la prohibición de 
la discriminación en el ámbito laboral 
constituyen en la etapa actual del De-
recho Internacional los dos derechos 
humanos laborales recogidos en normas 
imperativas o de jus cogens. 

La importancia del jus cogens laboral 
reside en que cualquier tratado interna-
cional o acto unilateral de los Estados 
sería nulo si está en conflicto con los 
derechos humanos laborales recogidos 
en las normas imperativas del Derecho 

Internacional general. Así, el jus cogens 
laboral gozaría de un carácter imperati-
vo sobre la regulación internacional y 
los ordenamientos nacionales.

Bibliografía

Ackerman, M. (1994). La OIT 75 años después. 
Otro contexto para los mismos principio. 
Revista Relasur. N. 4. Montevideo: Oficina 
Internacional del Trabajo. 

Alexidze, L. (1981). Legal nature of jus cogens 
in contemporary international law. Recueil 
des Cours.The Hague: Martinus Nijhoff 
Publishers. Tomo 172, Nº. 3. 

Alston, P. (2004). Core Labour Standards’ and 
the Transformation of the International 
Labour Rights Regime. European Journal 
of International Law, vol. 15, N.3. Oxford: 
University Press.

Alston, P. (2005). Facing up to the complexities 
of the ILO’s Core Labour Standards Agenda 
En: European Journal of International Law 
Oxford, University Press. Vol. 16, Nº.3.

Bonet, J. (1999). Principios y derechos fundamen-
tales en el trabajo. La Declaración de la OIT 
de 1998. Bilbao: Universidad de Deusto.

Bonet, J. (2006). Mundialización y régimen jurídico 
internacional del trabajo. La Organización Inter-
nacional del Trabajo como referente político-ju-
rídico universal. Barcelona: Editorial Atelier.

Brett, W. (2001). Las normas fundamentales 
del trabajo: un terreno de juego parejo para 
todos los países. Los derechos fundamentales 
en el trabajo: situación actual y perspectivas. 
Educación Obrera, N. 122. Ginebra: Oficina 
Internacional del Trabajo.

Byers, M. (1997). conceptualising the rela-
tionship between jus cogens and erga omnes 



14123Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 23 (1), I Semestre 2012 (ISSN: 1659-4304)

Los derechos humanos laborales en el Derecho Internacional

rules. Nordic Journal of International Law. 
The Hague, Kluwer Law International. 
N. 66.

Casas, M. (1996). Norma laborales interna-
cionales, Derecho social europeo y derechos 
fundamentales. Revista Relaciones Laborales. 
Actualidad. Tomo I. Madrid: La Ley. 

Cassese, A. (1993). Los derechos humanos en 
el mundo contemporáneo. (Trad, de Atilio 
Pentimalli y Blanca Rivera de Madariaga). 
Barcelona: Editorial Ariel. 

Comisión de Derecho Internacional. (2001). 
Informe de la Comisión de Derecho Interna-
cional (A/56/10.

Comisión de Derecho Internacional. (2002). 
Informe de la Comisión de Derecho Interna-
cional (A/57/10).

Comité de Derechos Humanos de la ONU. 
(1994). Cuestiones relacionadas con las re-
servas formuladas con ocasión de la ratificación 
del Pacto o de sus Protocolos Facultativos, o de 
la adhesión a ellos, o en relación con las decla-
raciones hechas de conformidad con el artículo 
41 del Pacto (Observación General N.24). 

Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH). (2003). Opinión consultiva 
OC-18/03 sobre la Condición jurídica y dere-
chos de los migrantes indocumentados (17 de 
Septiembre de 2003). San José, Secretaria 
de la Corte, serie A, N. 18.

Corte Internacional de Justicia (CIJ). (1949). 
Caso Canal de Corfú (Reino Unido vs. 
Albania) La Haya, Sentencia de 9 de abril 
de 1949.

Corte Internacional de Justicia (CIJ). (1950).	
Caso Interpretación de los tratados de paz con 
Bulgaria, Hungría y Rumania. La Haya, opi-
nión Consultiva del 30 de marzo de 1950.

Corte Internacional de Justicia (CIJ). (1951). 
Caso Reservas a la Convención para la preven-
ción y sanción del delito de Genocidio. La Haya, 
opinión consultiva de l28 de mayo de 1951.

Corte Internacional de Justicia (CIJ). (1966). 
Caso África Sudoccidental (Etiopía y Liberia 
vs. Sudáfrica). La Haya, sentencia de 18 del 
julio de 1966. 

Corte Internacional de Justicia (CIJ).(1970). 
Caso Barcelona Traction (Bélgica vs. España). 
La Haya, sentencia del 5 de febrero de 1970.

Corte Internacional de Justicia (CIJ). (1971). 
Caso Consecuencias jurídicas para los Estados de 
la continuada presencia de Sudáfrica en Namibia 
(Sudoeste de África) pese a la resolución 276 
(1970) del Consejo de Seguridad. La Haya, 
Opinión Consultiva de 21 de junio de 1971.

Corte Internacional de Justicia (CIJ) (1980). 
Caso Personal diplomático y consular de Esta-
dos Unidos en Teherán (Estados Unidos vs. 
Irán). La Haya, sentencia del 24 de mayo 
de 1980.

Corte Internacional de Justicia (CIJ). (1986). 
Caso Asunto de las actividades militares y pa-
ramilitares en y contra Nicaragua (Nicaragua 
vs. Estados Unidos). La Haya, sentencia del 
27 de junio de 1986.

Corte Internacional de Justicia (CIJ). (1995). 
Caso Timor Oriental. La Haya, sentencia del 
30 de junio de 1995.

Corte Internacional de Justicia (CIJ). (1996). 
Caso Legalidad de la amenaza o uso de las ar-
mas nucleares. La Haya, opinión consultiva 
del 8 de julio de 1996.

Corte Internacional de Justicia (CIJ). (2004). 
Caso Consecuencias jurídicas de la cons-
trucción de un muro en el territorio palestino 
ocupado. La Haya, opinión consultiva del 9 
del julio de 2004.



142 23 Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 23 (1), I Semestre 2012 (ISSN: 1659-4304)

Miguel F. Canessa Montejo

Corte Internacional de Justicia (CIJ). (2006). 
Caso Actividades militares en el territorio del 
Congo. (Jurisdicción de la Corte y admisibilidad 
de la aplicación). La Haya, sentencia del 3 de 
febrero de 2006.

Corte Internacional de Justicia (CIJ). (2007). 
Caso Aplicación de la convención para la preven-
ción y sanción del delito de Genocidio (Bosnia 
y Herzegovina vs. Serbia y Montenegro). La 
Haya, sentencia del 26 de febrero de 2007.

Charnovitz, S. (1988). La influencia de las nor-
mas internacionales del trabajo en el sistema 
del comercio mundial: resumen histórico. Re-
vista Internacional del Trabajo. Vol. 107, N. 1. 
Ginebra: Oficina Internacional del Trabajo.

Drzewicki, K. (2001). The right to work and rights 
in work. En: Economic, social and cultural 
rights de Asjborn Eide, Catherine Krause 
y Allan Rosas (Eds). Dordrecht: Martinus 
Nijhoff Publishers.

Edgren, G. (1979). Normas equitativas de 
trabajo y liberalización del intercambio. Re-
vista Internacional del Trabajo. Vol. 98, N. 3. 
Ginebra: Oficina Internacional del Trabajo.

Ermida, Ó. (2003). Derechos laborales y comercio 
internacional. En: Sanguineti, W. y García, 
A. (Editores). Globalización económica y 
relaciones laborales. Salamanca: Ediciones 
Universidad de Salamanca.

Gaja, G. (1981). Jus Cogens beyond the Vienna 
Convention. En: Recueil des Cours. The 
Hague, Martinus Nijhoff Publishers, Tomo 
172, N. 3.

Gómez, A. (1982). El Ius Cogens Internacional. 
México D.F.: Universidad Autónoma de 
México.

Habermas, J. (1998). Facticidad y validez. Ma-
drid: Editorial Trotta, 4ª. Edición revisada, 
trad. Jiménez, M.

Javillier, J-C. (1994). Pragmatismo e innova-
ción en el derecho internacional del Tra-
bajo. Revista Internacional del Trabajo. Vol. 
113, N. 4. Ginebra: Oficina Internacional 
del Trabajo.

Javillier, J-C. (2001). Razón de ser de los derechos 
y principios fundamentales y dinámca de las 
normas internacionales del trabajo. En: Los 
derechos fundamentales en el trabajo: situación ac-
tual y perspectivas. Educación Obrera. N. 122. 
Ginebra: Oficina Internacional del Trabajo.

Jenks, W. (1963). Law, freedom and Welfare. 
London: Stevens & Sons.

Kellerson, H. (1998). La Declaración de la OIT 
de 1998 sobre los principios y derechos fun-
damentales. Un reto para el futuro. Revista 
Internacional del Trabajo. Vol. 117, N. 2. 
Ginebra: Oficina Internacional del Trabajo.

Langille, A. (2005). Core labour rights – The true 
story (Reply to Alston) En: European Journal 
of International Law Oxford, University 
Press. Vol. 16, N. 3.

Leary, V. (1996). “The Paradox of Worker´s 
Rights as Human Rights”. En: Human rights, 
Labor rights, and International Trade, Lance A. 
Compa y Stephen F. Diamond (Editores). Phi-
ladelphia: University of Pennsylvania Press.

Leary, V. (2001). “Labor rights and trade. The 
International Labor Organization”. En: In-
ternational trade and human rights foundations 
and conceptual issues. Berne: The World 
Trade Forum 2001 (August 12-14).

Li Haopei. (2001). Jus Cogens and International 
Law. En: International law in the post-cold war 
world de Sienho. Yee y Wang Tieya (Eds.). 
London: Routledge.

Mariño, F. (2005). Derecho Internacional Público 
(Parte General. Madrid: Editorial Trotta 
(4ta. Edición revisada).



14323Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 23 (1), I Semestre 2012 (ISSN: 1659-4304)

Los derechos humanos laborales en el Derecho Internacional

Marks, S. (1984). Principios y normas de derechos 
humanos aplicables en situaciones de emer-
gencia: subdesarrollo, catástrofes y conflictos 
armados. En: Las dimensiones internacionales de 
los derechos humanos. Vol. 1. Vasak, K. (Editor 
General). París: Serbal/UNESCO.

Maupain, F. (2005). Revitalization Not Re-
treat: The Real Potencial of the 1998 ILO 
Declaration for the Universal Protection 
of Workers’ Rights. European Journal of 
International Law. Vol. 16, N. 3. Oxford: 
University Press. 

Meron, T. (1986). Human Rights Law-Making in 
the United Nations Oxford, Clarendon Press.

Meron, T. (2003). International Law in the age 
of Human Rights. En: Recueil des Cours. 
The Hague, Martinus Nijhoff Publishers.
Vol. 301.

Organización Internacional del Trabajo. (1961). 
Medidas que deben tomarse en relación con la 
resolución sobre discriminación adoptada por 
la Conferencia Internacional del Trabajo en 
su 44ª. Reunión (Documento GB.148/9/8).

Organización Internacional del Trabajo. (1964). 
El costo de la mano de obra como factor del 
comercio internaciona. Revista Internacional 
del Trabajo. Vol. 69 (Enero-Junio). Ginebra: 
Oficina Internacional del Trabajo. 

Organización Internacional del Trabajo. (1968). 
La OIT y los Derechos Humanos (Memoria 
del Director General).

Organización Internacional del Trabajo. 
(1977a). Cuarto Informe de la Comisión 
de Programa, Presupuesto y Administración 
(Documento GB.202/10/31).

Organización Internacional del Trabajo. 
(1977b). Informe del Grupo de Trabajo sobre 
Normas Internacionales del Trabajo (Docu-
mento GB.203/PFA/5/17).

Organización Internacional del Trabajo. (1979). 
Informe final del Grupo de Trabajo sobre 
Normas Internacionales del Trabajo. En: 
Boletín Oficial. Vol. LXII, Serie A. Ginebra: 
Oficina Internacional del Trabajo.

Organización Internacional del Trabajo. (1984). 
Las Normas Internacionales del Trabajo. (Me-
moria del Director General).

Organización Internacional del Trabajo. (1987). 
Informe del grupo de trabajo sobre Normas 
Internacionales del Trabajo. En: Boletín 
Oficial. Vol. LXX, serie A. Ginebra: Oficina 
Internacional del Trabajo.

Organización Internacional del Trabajo (1994). 
Actas de la LXXXI de la Conferencia Interna-
cional del Trabajo.

Organización Internacional del Trabajo (1995). 
Fortalecimiento del sistema de control de nor-
mas de la OIT (Documento GB.264/6).

Organización Internacional del Trabajo (1996). 
Fortalecimiento del sistema de control de la 
OIT, (Documento GB. 267/LILS/5 y Corr).

Organización Internacional del Trabajo (1997). 
Curso que ha de darse a la discusión de la Me-
moria del Director General en la 85ª. Reunión 
de la Conferencia Internacional del Trabajo, 
(Documento GB.270/3/1).

Organización Internacional del Trabajo (2001). 
Alto al trabajo forzoso. (Informe Global con 
arreglo al seguimiento de la Declaración de 
la OIT relativa a los principios y derechos 
fundamentales en el trabajo).

Organización Internacional del Trabajo. (2005). 
Una alianza global contra el trabajo forzoso (In-
forme global con arreglo al seguimiento de la 
Declaración de la OIT relativa a los principios 
y derechos fundamentales en el trabajo).



144 23 Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 23 (1), I Semestre 2012 (ISSN: 1659-4304)

Miguel F. Canessa Montejo

Pastor, J. (2002). Curso de Derecho Internacional 
y Organizaciones Internacionales. Madrid: 
Editorial Tecnos, (8ª. Edición).

Plá, A. (1994). “Los Derechos Humanos y 
la O.I.T”. Revista Derecho Laboral. Tomo 
XXXVII, N. 173-174. Montevideo. 

Ragazzi, M. (1997). The Concept of international obli-
gations Erga Omnes. Oxford: Clarendon Press.

Rodríguez-Piñero, M. (2000). Intervención públi-
ca y dimensión internacional de las relaciones 
laborales: lo viejo y lo nuevo. En: Intervención 
pública en las relaciones laborales. Galán, A. 
(Coordinador). Madrid: Editorial Tecnos, 
Consejo Andaluz de Relaciones Laborales.

Simma, B. (1994). From Bilateralism to Commu-
nity Interest in International Law En: Recueil 
des Cours. The Hague, Martinus Nijhoff 
Publishers, Tomo 250, N. 6.

Simma, B. y Alston, P. (1996). The sources of 
Human Rights Law: custom, jus cogens, and 
general Principles. En: Human Rights Law. 
Alston, P. (Ed.). Aldershot: Dartmouth.

Swepston, L. (1999). La OIT y los derechos 
humanos: del Tratado de Versalles a la 
nueva Declaración relativa a los principios 
y derechos fundamentales en el trabajo. 
Revista Relaciones Laborales. Madrid: La 
Ley-Actualidad, Tomo I.

Tomuschat, C. (1993). “Obligations arising for 
States without or against the will”. En: Re-
cueil des Cours. Tomo 241, Nº 4.The Hague: 
Martinus Nijhoff Publishers. 

Trebilcolck, A. (2002). La Declaración de la 
OIT relativa a los principios y derechos fun-
damentales en el trabajo y su seguimiento. 
En: Las Normas Internacionales del Trabajo. 
Un enfoque global. Ginebra: Oficina Inter-
nacional del Trabajo.

Tribunal Especial Independiente para Sierra 
Leona. (TEISL). (2007). Caso Brima, Ka-
mara y Kanu. La Haya, sentencia de 20 de 
junio de 2007.

Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yu-
goslavi (TPIY). (1998). Caso Furundzija. La 
Haya, Sentencia de 10 de diciembre de 1998.

Tribunal Penal Internacional para la Antigua 
Yugoslavia (TPIY). (2001). Caso “Kunarac”. 
La Haya, sentencia de la Primera Sala de 22 
de febrero de 2001.

Tribunal Penal Internacional para la Antigua 
Yugoslavia (TPIY). (2002a). Caso “Krnoje-
lac”. La Haya, sentencia de la Segunda Sala 
del 5 de marzo de 2002.

Tribunal Penal Internacional para la Antigua 
Yugoslavia (TPIY). (2002b). Caso “Kuna-
rac”. La Haya, sentencia de la Cámara de 
Apelaciones de 12 de junio de 2002.

Tribunal Penal Internacional para la Antigua 
Yugoslavia (TPIY). (2003). Caso “Krnoje-
lac”. La Haya, Sentencia de la Cámara de 
Apelaciones de 17 de septiembre de 2003.

Valticos, N. (1969). La Organización Inter-
nacional del Trabajo: Cincuenta años de 
actividades normativas. Revista Internacional 
del Trabajo. Vol. 80, N. 3. Ginebra: Oficina 
Internacional del Trabajo.

Valticos, N. (1977). Derecho Internacional del 
Trabajo. (Trad. María José Treviño). Madrid: 
Editorial Tecnos S. A. 

Villán, C. (2002). Curso de Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos. Madrid: Editorial 
Trotta.

Recibido: 15/06/2011 • Aceptado: 19/04/2012


